 El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

Providencia:
Sentencia  – 2ª instancia – 19 de septiembre de 2018
Proceso:    
Acción de Tutela 
Radicación Nro. :
66001-31-10-003-2018-00420-01

Accionante: 
Francisco Javier Díaz Alvarado

Accionado:
Colpensiones

Magistrado Ponente: 
Claudia María Arcila Ríos

Temas:

SEGURIDAD SOCIAL / PROCEDENCIA EXCEPCIONAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA/ CALIFICACIÓN PÉRDIDA LABORAL / ORDENAR AL DEMANDANTE ACTUALIZAR  HISTORIA CLÍNICA Y ALLEGAR RESULTADOS MÉDICOS PARA TRAMITAR SU PETICIÓN DESCONOCE EL PRECEDENTE JURISPRUDENCIAL Y VULNERA DERECHOS FUNDAMENTALES/ ESTADO DE SALUD ACTUAL DEL ACTOR Y LA FALTA DE RECURSOS ECONÓMICOS/ VALORACIÓN POR CARDIOLOGÍA/ REVOCA Y CONCEDE 
Teniendo en cuenta lo anterior, la Sala considera que la tutela resulta procedente, ya que debido a su cuadro clínico, el cual refleja una serie de afectaciones particularmente graves, el actor requiere con urgencia se adopten las medidas necesarias para definir su situación médico laboral, al menos en cuanto se refiere a la calificación de su pérdida de capacidad de trabajo a efecto de poder establecer si tiene derecho al reconocimiento de la pensión de invalidez o si existe la posibilidad de recuperarse luego de transcurrido el periodo de incapacidad, y por tanto, resultaría desproporcionado someter a una persona que presenta tales características a un proceso ordinario laboral, en el cual se deben agotar diferentes etapas lo que implica diferir ampliamente la resolución del caso, solamente para que se decida si le asiste o no el derecho a obtener dicha valoración.  

(…)

Para la Sala esa determinación desconoce el precedente jurisprudencial y atenta contra los derechos del actor, por la siguientes razones: a) si esa entidad considera que la información médica brindada por la EPS resultaba insuficiente para calificar la pérdida de la capacidad laboral, ha debido requerir a esa entidad, conforme a sus facultades, para que sometiera a su afiliado a los exámenes y procedimientos que se requieran para establecer su real grado de invalidez y b) tal exigencia constituye un obstáculo injustificado para el reconocimiento de la pensión de invalidez y como tal aplaza indefinidamente ese trámite debido al breve término que se concede para reunir todos los documentos que se exigen, entre ellos varias valoraciones especializadas que difícilmente se pueden realizar en el transcurso de un mes otorgado; máxime cuando según lo informado por el actor, Medimás no le brinda la atención médica oportuna y carece de los medios económicos suficientes para practicarse esos exámenes de forma particular, afirmación que dejó de ser desvirtuada.

(…)

Aunque ese hecho no fue acompañado por la prueba respectiva, es decir la presentación de la orden médica correspondiente ante esa EPS, la Sala, tomando en consideración el carácter fundamental del derecho a la salud, el estado clínico del actor, que el servicio de cardiología se encuentra incluido en el plan de beneficios y que esa entidad dejó de pronunciarse frente a la demanda, considera necesario ordenarle al representante legal y judicial de Medimás que dentro de las 48 horas verifique si esa orden fue efectivamente radicada y, en caso positivo, la autorice en igual término.  
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Acta No. 357 del 19 de septiembre de 2018

Expediente No. 66001-31-10-003-2018-00420-01
Procede la Sala a resolver sobre la impugnación que formuló el señor Francisco Javier Díaz Alvarado, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Tercero de Familia de Pereira, el 8 de agosto último, en la acción de tutela que aquel instauró contra Colpensiones, a la que fueron vinculados el Vicepresidente de Operación del Régimen de Prima Media, el Gerente de Determinación de Derechos y los Directores de Medicina Laboral, de Procesos Judiciales y de Acciones Constitucionales de esa entidad y la EPS Medimás.
ANTECEDENTES

1. Relató el apoderado del actor los hechos que admiten el siguiente resumen: 

1.1 El accionante se encuentra en delicado estado de salud ya que fue diagnosticado con enfermedad coronaria severa CVM, más revascularización miocárdica de tres vasos; lo aquejan otras patologías y lleva incapacitado más de 180 días.
1.2 Debido a lo anterior, el 25 de mayo pasado inició el trámite de calificación de pérdida de la capacidad laboral ante Colpensiones. Para ese efecto aportó copia de su historia clínica “en 307 imágenes”. 
1.3 El 19 de junio último recibió respuesta de esa entidad en la cual se le requirió para que allegara “su historia clínica no mayor a 6 meses”, así como “copia completa de oftalmología, otorrino y cardiología, y reporte no mayor a 6 meses de campo visual, agudeza visual, audiometría y ecocardiograma”.

1.4 Con la solicitud de calificación de la pérdida de la capacidad laboral, allegó copia íntegra de toda su historia clínica “y lo más actualizada que la tenía, con exámenes e interconsultas y que las historias clínicas no tienen vencimiento”. Sin embargo, la entidad accionada pretende que él acuda nuevamente a todas las especialidades para actualizarla, lo que califica de prácticamente imposible pues se encuentra afiliado a Medimás EPS, entidad que desde hace siete meses no le otorgan citas con el cardiólogo, a pesar de su compleja patología.
1.5 El accionante carece de los medios económicos para pagar tales citas de forma particular y teniendo en cuenta la congestión en que se encuentra Medimás, se podría prolongar el trámite de calificación requerido.
2. Considera lesionados los derechos a la salud, igualdad y seguridad social. Para su protección solicita se ordene a Colpensiones calificar al actor con sustento en la historia clínica que reposa en sus archivos.
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Subsanada la demanda, por auto del pasado 31 de julio se admitió la acción y se ordenó vincular al Vicepresidente de Operación del Régimen de Prima Media, el Gerente de Determinación de Derechos y los Directores de Medicina Laboral, de Procesos Judiciales y de Acciones Constitucionales de Colpensiones y a la EPS Medimás.

2. Esas autoridades guardaron silencio.
3. Se puso término a la instancia con sentencia del 8 de agosto último en la que se declaró improcedente el amparo.
Para así decidir, la funcionaria de primera instancia, luego de citar jurisprudencia que consideró aplicable al caso, consideró que en este caso no se acreditó que el actor haya aportado los documentos requeridos por Colpensiones para dar trámite a su solicitud de calificación de la pérdida de la capacidad laboral y al revisar la historia clínica aportada se evidencia que corresponde al año 2016, por tanto le asiste razón a esa entidad al exigirle su actualización ya que de no hacerlo se desconocería cuál ha sido la evolución de sus enfermedades, que son el sustento para determinar su grado de invalidez. En consecuencia, no se han lesionado los derechos del actor.
En relación con la queja frente a Medimás, dijo que no se acreditó que el actor haya acudido a esa EPS para solicitar fuera sometido a los exámenes requeridos por Colpensiones y tampoco demuestra que, tal como lo afirma, se haya sido imposible acceder a esos servicios. 
4. Inconforme con el fallo, el accionante lo impugnó. Dijo que si bien la acción de tutela no es el medio para resolver cuestiones relativas a los trámites de calificación de invalidez, la Corte Constitucional ha concedido el amparo de los derechos cuando se trata de un sujeto de especial protección. En este caso se evidencia, de conformidad con la historia clínica, que el accionante se encuentra en un precario estado de salud, circunstancia a la cual no le dio relevancia el juzgado de primera instancia. Además, reprocha el argumento de ese despacho relativo a la falta de prueba de la lesión invocada por la negativa de Colpensiones de valorar su pérdida de capacidad laboral, pues esa vulneración se encuentra acreditada con la copia de la historia clínica y con el hecho de que se encuentra vinculado a la EPS de menor calidad. De otro lado, ha sido imposible actualizar la historia clínica ya que están pendientes que se autoricen las citas por parte de Medimás, de todas formas es injusto exigirle tal requisitos pues en cada consulta “solo se atiende un padecimiento y transcurriría un periodo… demasiado considerable para que… pudiera acceder de nuevo a todas estas interconsultas siendo temporalmente imposible que al presentar de nuevo los documentos algunos hayan perdido esa vigencia de 6 meses”. Reiteró que la historia clínica no tiene vencimiento y que carece de recursos para someterse a esos exámenes de forma particular.

Solicita se ordene a la accionada proceder a calificar su invalidez con sustento en la historia clínica aportada y la valoración que debe realizar el médico laboral, así como su “actividad laboral”.  
5. En esta sede, mediante auto del 3 de septiembre último, puso en conocimiento del representante legal y judicial de la EPS Medimás la nulidad configurada por haber omitido su vinculación al trámite, con la advertencia de que si no la alegaban dentro del término de los tres días, quedaría saneada de conformidad con los artículos 136 y 137 del Código General del Proceso. Ante su silencio, se produjo la consecuencia señalada.
C O N S I D E R A C I O N E S 

1. La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

2. Corresponde a esta Sala determinar si en este caso procede la tutela para ordenar a Colpensiones abstenerse de exigir la actualización de la historia clínica del accionante a efecto de calificar su pérdida de capacidad laboral. Solo de serlo, se establecerá si la accionada incurrió en lesión de derechos fundamentales del demandante al negarse a practicar esa valoración hasta tanto él actualice su historia clínica. Además, se analizará si Medimás vulneró el derecho a la salud del actor.
3. La Corte Constitucional ha reiterado, teniendo presente la subsidiaridad que caracteriza la acción de tutela, que los conflictos jurídicos que surgen del reconocimiento de pensiones escapan a la competencia del juez constitucional. Sin embargo, esa misma corporación ha otorgado el amparo cuando las entidades competentes de practicar la calificación de invalidez se niegan a ello, siempre y cuando se acredite que el mecanismo ordinario de defensa judicial resulta ineficaz para proteger el derecho invocado. Así por ejemplo, ha dicho: 

“3.1. Como exigencia general de procedencia de la acción de tutela, 
conforme al artículo 86 de la Carta y al 6 del Decreto 2591 de 1991, se encuentra su carácter subsidiario, que tal como lo ha expresado la Corte Constitucional en diversa jurisprudencia, puede ser utilizada ante la vulneración o amenaza de derechos fundamentales bajo las siguientes implicaciones: i) Que no exista otro medio judicial a través del cual se pueda resolver el conflicto relacionado con la vulneración del derecho fundamental alegado; ii) Que aún existiendo otras acciones, éstas no sean eficaces o idóneas para la protección del derecho; o iii) Que siendo estas acciones judiciales un remedio integral, resulte necesaria la intervención transitoria del juez de tutela para evitar la consumación de un perjuicio irremediable.

3.1.1. En el mismo orden de desarrollo, la Corte ha objetado la valoración genérica del medio de defensa ordinario, pues ha considerado que en abstracto cualquier mecanismo judicial puede considerarse eficaz, dado que la garantía mínima de todo proceso es el respeto y la protección de los derechos constitucionales de los asociados. Por esta razón, la jurisprudencia ha establecido que la eficacia de la acción ordinaria solo puede prodigarse en atención a las características y exigencias propias del caso concreto, de modo que se logre la finalidad de brindar plena y además inmediata protección a los derechos específicos involucrados en cada asunto.

…
En efecto, la calificación por pérdida de capacidad laboral constituye una prestación derivada del sistema de seguridad social, y los eventuales conflictos que puedan surgir entre las entidades que, según el articulo 41 de la Ley 100 de 1993, se encuentran obligadas a emitir tal dictamen y el afiliado que lo solicita- porque aquellas lo niegan o lo retardan-, son ejemplos típicos que corresponde conocer a la jurisdicción laboral y de la seguridad social, según la regla de competencia definida por el artículo 2 del Estatuto Procesal del Trabajo.

3.2.1. Anotado esto, la Sala observa que, en principio, el accionante dispone de las acciones ordinarias laborales para controvertir la decisión de la EPS SaludCoop de negarse a calificar su pérdida de capacidad laboral argumentando la suspensión de su afiliación. Sin embargo, analizado en concreto, dicho mecanismo de defensa judicial no resulta lo suficientemente eficaz para asegurar la protección urgente e inaplazable a los derechos fundamentales invocados, por cuanto se trata de una calificación que el señor Arenas Dueñas ha perseguido infructuosamente por más de 1 año y medio probablemente con el fin de obtener una pensión de invalidez, debiendo además, afrontar una situación de desempleo por su misma discapacidad que le impide desempeñarse laboralmente en condiciones normales, y paraliza cualquier ánimo contractual de los empleadores.

Visto así, no se trata en este caso de un debate en torno a la estricta idoneidad del medio judicial principal, pues la acción ordinaria en el asunto estudiado es idónea en orden a proteger los derechos alegados y puede asegurar los mismos efectos que se lograrían con la tutela. El punto que cobra importancia, y del que se deriva la procedibilidad definitiva de esta acción constitucional frente a otros medios de defensa, es precisamente que estos no son lo suficientemente expeditos frente a la situación particular del accionante, que sin contar con otros medios económicos y estando discapacitado, demanda una protección inmediata.”

En el caso concreto, según la historia clínica aportada
, el accionante fue diagnosticado con enfermedad coronaria multivaso, insuficiencia mitral severa con presencia de angina de alto riesgo, falla cardiaca, oclusión de la arteria carótida interna derecha, hipertensión arterial y estenosis de arteria carótida interna derecha.
Además, según se manifiesta en la demanda, a la fecha se encuentra incapacitado, condición en la que ha permanecido por más de 180 días. 

Teniendo en cuenta lo anterior, la Sala considera que la tutela resulta procedente, ya que debido a su cuadro clínico, el cual refleja una serie de afectaciones particularmente graves, el actor requiere con urgencia se adopten las medidas necesarias para definir su situación médico laboral, al menos en cuanto se refiere a la calificación de su pérdida de capacidad de trabajo a efecto de poder establecer si tiene derecho al reconocimiento de la pensión de invalidez o si existe la posibilidad de recuperarse luego de transcurrido el periodo de incapacidad, y por tanto, resultaría desproporcionado someter a una persona que presenta tales características a un proceso ordinario laboral, en el cual se deben agotar diferentes etapas lo que implica diferir ampliamente la resolución del caso, solamente para que se decida si le asiste o no el derecho a obtener dicha valoración.  

4. Es del caso analizar entonces si la entidad demandada desconoció derechos de que sea titular el demandante, al imponerle la carga de actualizar su historia clínica y allegar varios resultados de exámenes médicos para poder calificar su estado de invalidez.

5. Las pruebas incorporadas al proceso, que obran en el cuaderno No. 1, acreditan los siguientes hechos:

5.1 El pasado 25 de mayo el actor solicitó a Colpensiones calificar su pérdida de capacidad laboral
. Para ese efecto adjuntó copia de su historia clínica que se refiere su estado de salud para el año 2016
.
5.2 Mediante oficio del 19 de junio último el Director de Medicina Laboral de esa entidad le informó al demandante que de la revisión de los documentos que aportó se concluyó que era indispensable los complementara con la “copia de la historia clínica completa y actualizada o resumen de la misma” y como observaciones se dijo que “se solicita historia clínica no mayor a seis meses de consulta externa completa de oftalmología, otorrino y cardiología con firma y sello que indique diagnóstico, pronóstico, secuelas y tratamiento, y reporte no mayor a seis meses de: campo visual, agudeza visual, audiometría y ecocardiograma”. Además, lo requirió para que aportara esos documentos dentro del mes siguiente al recibo de esa comunicación, para continuar con el estudio de su solicitud y que de no proceder a ello se daría cierre a la actuación por desistimiento tácito, de conformidad con lo establecido en el artículo 17 de la Ley 1437 de 2011
.

5.3 Según se dijo en la demanda, el actor carece de los recursos económicos para asumir por su cuenta los gastos que generan la práctica de todos esos exámenes médicos y la EPS Medimás, a la que se encuentra afiliado, desde hace siete meses no le ha autorizado la cita por cardiología que requiere. 
6. Para empezar a definir la cuestión es preciso hacer referencia al precedente jurisprudencial que sobre la cuestión aquí debatida se ha sentado. En sentencia T-854 de 2010, la Corte Constitucional expresó:  

“Por consiguiente, los dictámenes que emitan las Juntas de Calificación de Invalidez deberán contener los fundamentos de hecho que dieron origen a la calificación. Tales situaciones de hecho se soportan con la remisión que debe hacer tanto el interesado como las Empresas Prestadoras de Salud del material médico que sustente el diagnóstico del solicitante tales como la historia clínica, los exámenes, las valoraciones, tratamientos médicos y reportes.

Ahora bien, si la información suministrada por la EPS a la Junta de Calificación de Invalidez, le genera duda a los calificadores sobre el diagnóstico del aspirante ya sea porque la información es incompleta o insuficiente tiene entonces la EPS que realizar los exámenes, pruebas y valoraciones médicas que permitan a los calificadores tener un concepto claro de las patologías padecidas por el aspirante.  

…
De igual modo, el artículo 36 del decreto 2463 del 2001 establece que las Juntas de Calificación de Invalidez podrán ordenar la práctica de exámenes complementarios o la valoración por personal especializado, incluso distintos a los que figuren en la historia clínica, cuando a su juicio se requieran y para tal efecto lo requerirán de la entidad promotora de salud. En el proceso de calificación de pérdida de la capacidad laboral, tanto en la fase a cargo del médico laboral como frente a la Junta de Calificación de Invalidez, la normatividad vigente consagró un deber a cargo de las EPS como actor fundamental en el proceso de calificación de la invalidez de remitir la información de carácter médico completa e idónea para sustentar el hecho que motiva el reconocimiento o negación de la pensión de invalidez y si la información enviada no es suficiente y persiste en los calificadores inseguridad o duda debido a que no cuenten con los suficientes elementos de juicio sobre los daños o deterioros sufridos por el solicitante, tales entidades en su deber asistencial deberán practicarle a sus afiliados todos los procedimientos médicos solicitados tales como exámenes, pruebas, valoraciones, revisiones especializadas etc. con el fin de determinar con claridad la incidencia de tal diagnóstico en la pérdida de la capacidad laboral.” 
 

Y más recientemente esa misma Corporación señaló:

“En ese sentido, la jurisprudencia ha identificado que se vulnera el derecho a la valoración de la pérdida de capacidad laboral en diferentes circunstancias. Puede ocurrir cuando se niega la práctica de la valoración, o cuando se imponen barreras injustificadas para la misma, a pesar de que la entidad está obligada a llevarla a cabo. Las dos circunstancias pueden ser violatorias de los derechos fundamentales del accionante. Así también lo han mencionado otros pronunciamientos de esta Corte que además resaltan, que la vulneración se efectúa contra una persona en estado de indefensión. Por ejemplo, la sentencia T-038 de 2011 sostiene:
 
“Ahora bien, la vulneración de los derechos fundamentales por la negación del derecho a la valoración no sólo ocurre cuando ésta se niega, sino cuando no se práctica a tiempo, complicando en algunos casos la situación del afectado. En ambos (sic) situaciones la consecuencia de negarlo o dilatarlo en el tiempo afecta gravemente a la dignidad humana poniendo a quien pretende ser beneficiario de la pensión de invalidez en una grave situación de indefensión.”…

En el caso concreto, está acreditado que el demandante aportó copia de su historia clínica, la que Colpensiones mandó actualizar y reunir una serie de exámenes especializados con el fin de valorar su estado de invalidez. Para ese efecto le concedió un lapso de un mes, so pena de cerrar el trámite por desistimiento tácito.

Para la Sala esa determinación desconoce el precedente jurisprudencial y atenta contra los derechos del actor, por la siguientes razones: a) si esa entidad considera que la información médica brindada por la EPS resultaba insuficiente para calificar la pérdida de la capacidad laboral, ha debido requerir a esa entidad, conforme a sus facultades, para que sometiera a su afiliado a los exámenes y procedimientos que se requieran para establecer su real grado de invalidez y b) tal exigencia constituye un obstáculo injustificado para el reconocimiento de la pensión de invalidez y como tal aplaza indefinidamente ese trámite debido al breve término que se concede para reunir todos los documentos que se exigen, entre ellos varias valoraciones especializadas que difícilmente se pueden realizar en el transcurso de un mes otorgado; máxime cuando según lo informado por el actor, Medimás no le brinda la atención médica oportuna y carece de los medios económicos suficientes para practicarse esos exámenes de forma particular, afirmación que dejó de ser desvirtuada.

En estas condiciones el Director de Medicina Laboral de Colpensiones vulneró el derecho a la seguridad social del actor y por tanto se le ordenará adelantar, dentro de las 48 horas siguientes a la notificación de esta providencia, las gestiones necesarias ante la EPS Medimás para que al demandante le sean practicados todos los exámenes requeridos con el fin de obtener la calificación sobre la pérdida de su capacidad laboral, los que se deberán realizar por esa EPS en un plazo no mayor a veinte días, contados a partir del momento de la notificación de esta providencia.
7. En la demanda el actor también se quejó del proceder de la EPS Medimás respecto de su atención en salud y dijo que lleva siete meses esperando a que le autoricen una cita por cardiología.
Aunque ese hecho no fue acompañado por la prueba respectiva, es decir la presentación de la orden médica correspondiente ante esa EPS, la Sala, tomando en consideración el carácter fundamental del derecho a la salud, el estado clínico del actor, que el servicio de cardiología se encuentra incluido en el plan de beneficios y que esa entidad dejó de pronunciarse frente a la demanda, considera necesario ordenarle al representante legal y judicial de Medimás que dentro de las 48 horas verifique si esa orden fue efectivamente radicada y, en caso positivo, la autorice en igual término.  
8. Teniendo en cuenta que los competentes para cumplir el fallo de tutela son aquellos funcionarios, la Sala declarará improcedente el amparo frente al Vicepresidente de Operación del Régimen de Prima Media, el Gerente de Determinación de Derechos y los Directores de Procesos Judiciales y de Acciones Constitucionales de Colpensiones.
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E

PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Tercero de Familia de Pereira, el 8 de agosto pasado, dentro de la acción de tutela instaurada por el señor Francisco Javier Díaz Alvarado contra Colpensiones, a la que fueron vinculados a la que fueron vinculados el Vicepresidente de Operación del Régimen de Prima Media, el Gerente de Determinación de Derechos y los Directores de Medicina Laboral, de Procesos Judiciales y de Acciones Constitucionales de esa entidad y la EPS Medimás.

SEGUNDO: Se ordena al Director de Medicina Laboral de Colpensiones adelantar, en el lapso de 48 horas contadas a partir     de la notificación de esta providencia, las gestiones necesarias ante   la EPS Medimás para someter al demandante a los exámenes requeridos para que se proceda a la calificación de pérdida de capacidad laboral. 
(Continúa parte resolutiva de sentencia de segunda instancia proferida en la acción de tutela radicada 66001-31-10-003-2018-00420-01)
TERCERO: Se ordena al representante legal y judicial de Medimás practicar al accionante, en un plazo no superior a veinte días contados a partir del momento de la notificación de esta providencia, las valoraciones requeridas por Colpensiones. Además, en aquel mismo término, deberá verificar si la orden médica para la especialidad de cardiología fue efectivamente presentada y, en caso positivo, la autorizará en igual término.  
CUARTO: Se declara improcedente el amparo frente al Vicepresidente de Operación del Régimen de Prima Media, el Gerente de Determinación de Derechos y los Directores de Procesos Judiciales y de Acciones Constitucionales de Colpensiones.
QUINTO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

SEXTO: Envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.
Notifíquese y cúmplase,

Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
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